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CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUDIENCIA LECTURA DE SENTENCIA / RETRACTACIÓN / COSA JUZGADA / NO EXISTEN HECHOS NUEVOS / TEMERIDAD / NIEGA - De lo brevemente extraído en párrafos anteriores, se podría inferir en principio que estamos ante un hecho nuevo que daría pie a realizar un nuevo estudio de la situación planteada por el accionante, y es la afirmación que él hace en el sentido de que ya hubo una decisión de fondo respecto de su asunto, pues se extrae que su reclamo es esta vez en contra de la sentencia condenatoria producto de la aceptación de cargos, misma que estaba a portas de efectuarse cuando él acudió a la acción de tutela en el mes de septiembre del año anterior y que aquella vez pretendía impedir, por lo que se infiere que lo que esta vez ataca es el fondo de lo ya resuelto.  

Sin embargo, con lo dicho por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, se desvirtúa completamente esa tesis, y se va al traste cualquier posibilidad de realizar pronunciamientos adicionales sobre las pretensiones incoadas por el señor Aguirre Gómez, pues es claro que a la hora de ahora no ha sido posible la celebración de la audiencia de lectura de sentencia, con lo que hasta ahora estamos ante el mismo escenario planteado en la tutela inicial, y es la intención de que se le conceda al petente la posibilidad de retractarse de los cargos ya aceptados, para en su lugar continuar con el trámite procesal normal, evitando así que se profiera el esperado fallo condenatorio que es resultado de su decisión. 

Quiere decir lo anterior que lo expuesto por el señor JPAG en esta oportunidad es exactamente igual tanto en los hechos narrados, como en las partes y en las pretensiones expuestas en un asunto anterior, y en ese orden de ideas es a todas luces evidente el uso indebido y desmesurado por parte suya de la figura constitucional que busca la protección de los derechos fundamentales de los colombianos, ello por cuanto el tema que aquí plantea ya lo había puesto en conocimiento del juez de tutela, sin que ahora haya presentado ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto.
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ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JUAN PABLO AGUIRRE GÓMEZ en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, presunción de inocencia, igualdad y equidad procesal.

ANTECEDENTES:                                                                 

Del escrito presentado por el accionante, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes hechos: 

Se encuentra detenido desde el día 28 de julio de 2016, al ser investigado por la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir, estafa y otros, cargos que aceptó en el transcurso de una audiencia preparatoria celebrada en el mes de agosto del año anterior ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad. 
Sin embargo, refiere el actor que su aceptación de cargos obedece a un error al cual fue inducido por parte de la Fiscalía que estaba adelantando la investigación en su contra, en conjunto con el abogado que lo representaba en esas diligencias, personas que le indicaron que de esa manera podía obtener beneficios, como por ejemplo, no ir a juicio por los demás delitos, ya que él sólo tenía pensado aceptar el de estafa, pero ello no ocurrió así. 
Expone que el caso suyo, o el motivo por el cual se le investigaba tiene que ver con una serie de contratos incumplidos, pero nunca las “aberraciones” que se le atribuyen en el escrito de acusación presentado por la Fiscalía; sin embargo, dice, ese ente investigador recibió las denuncias en su contra sin pruebas o documentos reales, sin el estudio valorativo de un perito que antes de la imputación determinara el valor real de los perjuicios causados por él, ni tener en cuenta los bienes que previamente devolvió, por lo tanto no podían ser aquellos tenidos en cuenta, al haber resarcido el daño por los mismos.
Dice que el Fiscal que en principio estaba adelantando su caso falsificó el escrito de acusación, lo que al parecer tuvo injerencia en que no prosperara la solicitud de libertad por vencimiento de términos que había presentado en el mes de enero del año anterior. Así, el 21 de noviembre de 2016 se presentó escrito de acusación en contra suya, y el 10 de enero de 2017, después de la audiencia en la que se resolvió lo concerniente al vencimiento de términos, presentó el Fiscal una adición al escrito de acusación presentado inicialmente, lo cual le parece una actuación irregular, y por lo tanto, denunció a dicho Funcionario, sin que hasta ahora se conozcan los resultados de esa recusación. 

Además, expuso que la Fiscal que a la hora de ahora tiene el conocimiento del caso ha sostenido vínculos laborales en el pasado con su abogado defensor, incluso es madrina de bautizo uno de sus hijos, cercanía que le hizo pensar que era posible que realizara en su contra una acusación justa, o por lo menos se le dejara de investigar por el delito de concierto para delinquir, toda vez que nunca incurrió en esa conducta. 

También le parece injusto que en el desarrollo del proceso cuestionado se le hayan enrostrado conductas por las cuales se le había investigado en otro proceso, desconociéndose la prohibición de realizar una doble incriminación bajo la excusa de que los delitos eran conexos.
Cuenta también el señor Aguirre Gómez que con el fin de buscar una solución a su problema ha presentado múltiples acciones ante la judicatura, como tutelas, habeas corpus, derechos de petición, pero no ha obtenido resultados positivos. 

Por otra parte, aseguró que la actual Fiscal del caso lo obligó a aceptar los cargos, incluso le impidió que se hiciera presente a una de las audiencias, pues previo a su realización lo detuvo en las escaleras del Palacio de Justicia, presionándolo para que públicamente aceptara los cargos. Además cuestiona que la ha visto varias veces dialogar con el Juez afuera de las audiencias, logrando que los resultados terminen desfavoreciéndolo a él. 
En vista de ello, considera que es necesario decretar una nulidad de todo el proceso cursado en su contra, y especialmente de la sentencia condenatoria, ello bajo la figura de la retractación, la cual le resulta válida según los parámetros del artículo 293 del Código Penal, por cuanto su aceptación estuvo viciada, y por ende, vulnera sus derechos fundamentales y los de otras personas, quienes a pesar de no tener nada que ver, han resultado involucradas en este asunto. 
Por último recalcó que el Juez de primera instancia no atendió su solicitud de aplicación de un principio de oportunidad, coartando sus derechos fundamentales, con el único fin de condenarlo. 
En conclusión, le parece que la condena que se le ha impuesto se sale de contexto, pues insiste que el Juez no conoce su caso, y que hace falta un peritaje de perjuicios y cifras reales de las denuncias que pesan en su contra. 

PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se deje sin efectos –se anule- la sentencia condenatoria y la aceptación de cargos efectuada ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, y además se ordene el inicio de una acción de revisión, donde se evalúen todos los errores procedimentales en que se incurrió, y con los cuales se han desconocido sus derechos

TRÁMITE PROCESAL:

La presente tutela fue recibida en este Despacho el 25 de enero del año que transcurre, por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, y se ordenó la vinculación oficiosa de los demás sujetos intervinientes dentro del proceso penal cuestionado, además, teniendo en cuenta que en precedencia se había conocido por parte de esta Magistratura una acción constitucional con similares hechos, donde también el señor Aguirre Gómez fungió como accionante, se ordenó que por medio de la Secretaría de la Corporación se adjuntara al presente asunto una copia de la sentencia proferida en aquella oportunidad, con el fin de establecer si se presentó el fenómeno jurídico de la temeridad por parte del accionante. Más adelante fueron vinculados al asunto el Juzgado Tercero Penal del Circuito y el Juzgado Cuarto Penal del Circuito.    

RESPUESTAS DE LOS ACCIONADOS:

JUEZ SEGUNDA PENAL DEL CIRCUITO: manifestó que allí se tuvo inicialmente el conocimiento del proceso penal al cual ha hecho referencia el accionante, sin embargo, el mismo se remitió al Juzgado Tercero Penal del Circuito, pues quien fungía en ese entonces como titular del Despacho se declaró impedida para conocer del asunto. 
Resaltó que en el mes de septiembre de 2017 el aquí accionante impetró en su contra otra acción de tutela por hechos similares. 
JUEZ TERCERA PENAL DEL CIRCUITO: expuso que el proceso penal de la referencia ingresó a ese Despacho el 4 de octubre de 2017, y al encontrar esa Funcionaria que también se encontraba incursa en una causal de impedimento, por haber conocido del proceso como Juez de Control de Garantías, remitió el expediente al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira. 

JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO: manifestó la titular de ese Despacho que mediante auto del 17 de octubre de 2017 se aceptó el impedimento planteado por la Juez Tercera Penal del Circuito para conocer y dar trámite al proceso que por aceptación de cargos, y en consecuencia, ruptura de unidad procesal, se adelanta en contra del señor Juan Pablo Aguirre Gómez. 

Así las cosas, se programó fecha para llevar a cabo la audiencia de lectura de sentencia, dado que el aquí accionante aceptó los cargos endilgados ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, debidamente asesorado por su apoderado judicial, y de manera libre, consiente y voluntaria, como así fue verificado por la entonces Juez. 

No obstante, a la fecha aún no se ha celebrado la mencionada audiencia, dado que el procesado ha solicitado varias veces su aplazamiento, indicando que no cuenta con abogado y que además se encontraba a la espera de que se resolviera por parte de la Corte Suprema de Justicia la impugnación de la sentencia de tutela proferida por esta Colegiatura, donde se debatieron circunstancias relacionadas con ese mismo proceso, y se despachó desfavorablemente solicitud, aplazamientos a los cuales esa célula judicial ha accedido. 

No obstante, se tuvo conocimiento de que ya fue proferida la decisión constitucional de segunda instancia, misma en la que se decidió confirmar el fallo opugnado, razón por la cual se está por determinar la fecha en la cual se le dará a conocer al señor Aguirre Gómez la respectiva sentencia.      
FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PATRIMONIO ECONÓMICO: solicitó que se tuviera en cuenta la respuesta brindada por ese ente acusador en el trámite constitucional impetrado por el actor en el mes de septiembre del año anterior, dado que a criterio suyo no existen nuevos argumentos planteados en el libelo petitorio. 

Tal respuesta fue sintetizada en proveído del 30 de octubre de 2017, así: 
“FISCALÍA 14 SECCIONAL, señala la titular de la misma que asumió el cargo el 12 de mayo del presente año y el proceso en contra del accionante se encontraba pendiente de fijar fecha para audiencia preparatoria; durante la realización de esta, el acusado le solicitó a la Juez que suspendiera la diligencia para él dialogar con la Fiscalía, cosa que se autorizó y se hizo en presencia de su defensor y uno de sus parientes, durante esa charla, se le explicó los cargos que se habían acusado y las penas que el C.P. contemplaba para ellos teniendo en cuenta que era un concurso de conductas punibles, igualmente se le hicieron saber las consecuencias de la aceptación de cargos en esa etapa procesal y el monto de la rebaja de la pena a que tendría  derecho de hacerlo, pero se le indicó que era el juez quien finalmente le fijaría la pena y determinaría si en su caso procedía algún tipo de subrogado o beneficio administrativo, luego de estudiar el cumplimiento de las exigencias legales.

Por otra parte indicó que no es cierto que esa delegada haya en algún momento intimidado o coaccionado a los procesados para aceptar cargos, de hecho en ningún momento ha sostenido conversación alguna con ellos sin la presencia de sus defensores, parientes y hasta otros asistentes a las diligencias. 

Hizo saber que jamás se ha reunido con ningún Juez de la República para pedir que se le niegue algo al procesado o se le condene, y si él con antelación a una diligencia la ha visto hablando con alguno de ellos, tal cosa en ningún momento es indicativa de que esté tramando algo en su contra por parte de los funcionarios. 

Por otra parte, señaló que con su actuación lo que parece pretender el actor es retractarse de la aceptación de cargos cuando ya no es posible, por ello se ha inventado una serie de irregularidades que no existen, aun a sabiendas de que a él la señora Juez de conocimiento le preguntó en repetidas ocasiones si estaba seguro de la aceptación de cargos a lo que él en todo momento dijo que sí, siendo consciente tanto de los delitos que se le endilgaron como de las penas que estos acarraban. De esa manera considera que la acción de tutela está siendo usada por él como una artimaña para lograr beneficios procesales a que no tiene derecho, razón por la cual solicita sea negada la protección constitucional invocada.”
CONSIDERACIONES:
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le correspondería a la Sala establecer si en el presente asunto la acción de tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para buscar la protección de los derechos fundamentales invocados por el señor Juan Pablo Aguirre Gómez en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, si no fuera porque se observa una situación que impide realizar tal estudio. 
3. Solución: 
Si bien es cierto, conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante judicial, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley; para poder acceder a ella se deben cumplir una serie de requisitos de procedibilidad que necesariamente deben ser verificados por el Juez de tutela antes de entrar a efectuar pronunciamientos de fondo respecto del asunto puesto en su conocimiento. 
Adicional a lo anterior y con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una aptitud caprichosa presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acción constitucional en la cual se observa una identidad de partes, de pretensiones y de hechos: “Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”.
Al respecto, vale la pena traer a colación lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“La temeridad es entendida como un fenómeno jurídico que tiene lugar cuando “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela es presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales”. Su configuración se traduce en el rechazo y en la resolución desfavorable de todas las solicitudes, sin perjuicio de las sanciones que establece la ley.

Esta corporación se ha pronunciado, reiteradamente, sobre las actuaciones temerarias en ejercicio de la acción de tutela y al respecto ha señalado los supuestos que deben verificarse para su tipificación.

Al efecto, tienen que concurrir tres elementos: (i) una identidad en el objeto, es decir, que “las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental”[1]; (ii) una identidad de causa petendi, que hace referencia a “que el ejercicio de las acciones se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa”[2]; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las acciones de tutela se hayan dirigido contra el mismo demandado y, de igual manera, se hayan interpuesto por el mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o persona jurídica, de manera directa o por medio de apoderado.[3]

En caso de que el juez, en el análisis de la existencia de la temeridad, observe la concurrencia de los tres elementos señalados, tendrá la obligación de descartar, además, que dentro de la segunda acción de tutela no concurra una razón válida que justifique su interposición para que sea posible el rechazo de ésta, o la denegación de la solicitud que ella contenga.”

Partiendo de lo anterior, y con el fin de establecer si existe o no temeridad en el presente asunto, se hizo una acuciosa comparación entre la acción tramitada en el mes de septiembre del año anterior y la que en esta oportunidad que concita la atención de la Colegiatura: así, los trámites se identifican de la siguiente manera: 
· Acción de tutela radicada bajo el número 660012204000-2017-00225-00, misma que con ponencia de quien también desempeña igual labor en esta oportunidad, fue aprobada mediante acta de Sala No. 1167 del 30 de octubre de 2017, en la cual se declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional reclamada por el señor Juan Pablo Aguirre Gómez en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, trámite con el cual pretendía impedir que se llevara a cabo la audiencia de lectura de sentencia, en aplicación al fenómeno de la “retractación” de la aceptación de cargos, dado que, según él, había sido presionado por parte de la Fiscalía y su apoderado judicial para confesar unos delitos que en momento alguno cometió. 

· Acción de tutela radicada bajo el número 660012204000-2018-00015-00 (actual), donde es accionante el señor Juan Pablo Aguirre Gómez en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, tramite en el que ésta vez solicita que se decrete una “nulidad” de la sentencia condenatoria proferida en su contra, como resultado de la misma aceptación de cargos a la que se hizo referencia atrás.     
De lo brevemente extraído en párrafos anteriores, se podría inferir en principio que estamos ante un hecho nuevo que daría pie a realizar un nuevo estudio de la situación planteada por el accionante, y es la afirmación que él hace en el sentido de que ya hubo una decisión de fondo respecto de su asunto, pues se extrae que su reclamo es esta vez en contra de la sentencia condenatoria producto de la aceptación de cargos, misma que estaba a portas de efectuarse cuando él acudió a la acción de tutela en el mes de septiembre del año anterior y que aquella vez pretendía impedir, por lo que se infiere que lo que esta vez ataca es el fondo de lo ya resuelto.  

Sin embargo, con lo dicho por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, se desvirtúa completamente esa tesis, y se va al traste cualquier posibilidad de realizar pronunciamientos adicionales sobre las pretensiones incoadas por el señor Aguirre Gómez, pues es claro que a la hora de ahora no ha sido posible la celebración de la audiencia de lectura de sentencia, con lo que hasta ahora estamos ante el mismo escenario planteado en la tutela inicial, y es la intención de que se le conceda al petente la posibilidad de retractarse de los cargos ya aceptados, para en su lugar continuar con el trámite procesal normal, evitando así que se profiera el esperado fallo condenatorio que es resultado de su decisión. 
Quiere decir lo anterior que lo expuesto por el señor Juan pablo Aguirre Gómez en esta oportunidad es exactamente igual tanto en los hechos narrados, como en las partes y en las pretensiones expuestas en un asunto anterior, y en ese orden de ideas es a todas luces evidente el uso indebido y desmesurado por parte suya de la figura constitucional que busca la protección de los derechos fundamentales de los colombianos, ello por cuanto el tema que aquí plantea ya lo había puesto en conocimiento del juez de tutela, sin que ahora haya presentado ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto. 
De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, encuentra este Juez Colegiado que no es necesario hacer más pronunciamientos ni análisis en el presente caso, pues como ya se indicó, aquí es evidente la existencia de la figura de la temeridad, situación que conlleva, a que tal como lo consagra el artículo 38 arriba citado, se niegue el amparo deprecado por el señor Juan Pablo Aguirre Gómez.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR POR TEMERIDAD el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor JUAN PABLO AGUIRRE GÓMEZ en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-873 de 2013, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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